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Introducción

La votación que se produjo en las Cortes el 
18 de noviembre de 1976, pasadas las nueve y 
media de la noche, abrió las puertas a la trans-
formación política de una dictadura. La expec-
tación fue notable durante aquellos tres días de 
discusiones parlamentarias y el gobierno no las 
tenía todas consigo pese a tener fundadas es-
peranzas en que la mayoría apoyaría la reforma. 
La confianza del gobierno nacía de sus fuentes 
de información y de su capacidad de influencia 
entre los procuradores de las últimas Cortes 
franquistas. Además, el voto sería nominal y pú-
blico, con lo cual podría ejercerse un mayor 
control. Pero, con todo, nada podía darse por 
seguro hasta que las Cortes se pronunciasen. 
Era tanto lo que se jugaba que todo se preparó 
cuidadosamente, incluso la elaboración de pla-
nes de contingencia ante la posibilidad de con-
tratiempos como, por ejemplo, que las Cortes 
negasen su apoyo a la reforma.

Todo esto lo conocemos gracias a los nu-
merosos testimonios de los protagonistas de la 
época. Prácticamente no hay memoria de minis-
tro o alto cargo que no aluda al proceso de ela-
boración de la Ley para la Reforma Política con 
mayor o menor extensión. Aunque no tenemos 
las memorias del presidente Adolfo Suárez ni 
las del monarca de aquel entonces, sí dispo-
nemos de las de buena parte de los ministros 
del primer gobierno de Suárez (julio 1976-ju-
nio 1977). Entre ellas podemos destacar las de 
Rodolfo Martín Villa, Alfonso Osorio, Marcelino 
Oreja, Manuel Gutiérrez Mellado, Landelino La-
villa, o Leopoldo Calvo-Sotelo.1 A ellas pode-
mos añadir las aportaciones recogidas por los 
familiares de Torcuato Fernández-Miranda, que 
fue presidente de las Cortes del Consejo del 
Reino o las de algunos ministros de gobiernos 
anteriores como fue el caso de Licinio de la 
Fuente (1998).2

No cabe duda de que los testimonios de los 
protagonistas principales son de interés, pero 
tal vez sean las memorias de otros personajes 
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ez secundarios como las de José Manuel Otero 
Novas,3 Manuel Ortiz,4 o las de Eduardo Na-
varro,5 las que ofrecen unas perspectivas de 
mayor detalle y profundidad para el historia-
dor. Estos tres testimonios tienen un rasgo co-
mún: proceden de funcionarios de carrera que 
desempeñaron puestos técnicos de confianza 
política, ámbitos donde se asesora y fundamen-
ta la toma de decisiones de los responsables 
políticos. Otero era abogado del Estado, Ortiz 
fue técnico en Información y Turismo además 
de profesor universitario, y Navarro pertene-
ció al Cuerpo General Técnico de la Adminis-
tración Civil del Estado. Todos ellos hombres 
con formación en Derecho que, en el bienio 
1976-1978, ocuparon cargos como los de vice-
secretario general del Movimiento y subsecre-
tario de Gobernación (Navarro), subsecretario 
de Despacho del presidente Suárez (Ortiz), o 
director general de Política Interior del Minis-
terio de la Gobernación y subsecretario téc-
nico de la Presidencia (Otero). Todos situados 
en posiciones estratégicas durante el proceso 
de elaboración de la reforma política de 1976 
y todos relacionados con la misma en mayor o 
menor grado.

A este conjunto habría que añadir la recien-
te publicación de las memorias de un personaje 
de la oposición democristiana como las de Ós-
car Alzaga Villaamil (2021) que proporcionan al-
gunas informaciones hasta ahora desconocidas. 
La más relevante por lo que respecta a estas 
líneas es que el diseño del proceso de reforma 
política no parece que fuese autoría exclusiva 
de Torcuato Fernández-Miranda en sus reco-
mendaciones al presidente Suárez. La estrategia 
general a seguir ya se conocía, al menos desde 
hacía meses. Alzaga actuó como abogado de-
fensor en una causa que llegó hasta el Tribunal 
Supremo. El motivo de la causa –una de tantas 
en torno a la libertad de expresión– no fue tan 
relevante como la sentencia que promovió. La 
Sala 3ª de lo contencioso-administrativo, entre 

los considerandos de aquella sentencia de 17 
de noviembre de 1975, estableció –quizás sin 
percatarse de su trascendencia– la hoja de ruta 
que seguiría el proceso de reforma tan solo 
unos meses después. El fragmento clave del 
considerando decía así:

...el conjunto de las Leyes Fundamentales es la re-
sultante de un proceso histórico... proceso abier-
to calificado así por quien podía hacerlo que, en 
consecuencia, admite nuevas aportaciones para 
complementar, modificar, sustituir e incluso dero-
gar las ya existentes, según prevé el art. 10 de la 
Ley de Sucesión en la Jefatura del Estado... hasta 
el extremo de hallarse regulado el procedimiento 
de la reforma constitucional cuya iniciativa co-
rresponde al Rey con el Gobierno y la existencia 
del Consejo del Reino, la audiencia del Consejo 
Nacional del Movimiento, la aprobación de las 
Cortes y la voluntad manifiesta del pueblo espa-
ñol expresada mediante referéndum.6

Aunque aquella sentencia no fue publicada, 
sí fue conocida en el Consejo de Ministros, y 
es más que probable que los protagonistas de 
la reforma política la conocieran. Planteada la 
estrategia general, lo que faltaba por abordar 
eran los detalles de la táctica concreta a se-
guir. Ese sería el origen del proyecto de Ley 
para la Reforma Política, que se hizo público 
ante los medios el 11 de septiembre por parte 
del ministro de Información y Turismo Andrés 
Reguera, un día después de su aprobación por 
el Consejo de Ministros y del mensaje televi-
sado de Suárez para anunciar la propuesta de 
reforma del gobierno. A partir de ahí, el texto 
sería remitido para su informe por parte del 
Consejo Nacional del Movimiento, su votación 
en las Cortes y, posteriormente, su aprobación 
en referéndum. Al no ser vinculante el informe 
del Consejo Nacional, la clave del éxito de la 
operación residía en que las Cortes aceptaran 
el proyecto de ley pues se daba por hecho que 
el refrendo popular se obtendría, con mayor o 
menor porcentaje.
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Compte, Contreras-Cebrián, Fernández-Mi-
randa, González Navarro, Lavilla, Peña, Pérez 
Ares, Pérez Tremps, Rubio Llorente, Ruiz Gar-
cía, Sánchez Navarro o Sánchez Cuenca.7 Para 
el segundo grupo –que constituye una línea de 
investigación muy interesante y aún poco desa-
rrollada historiográficamente– son destacables 
los trabajos de Álvarez, Artola, Baena del Alcá-
zar, Bañón, Beltrán, De Vicente, Nieto, Pernau-
te, Román y Villoria. A ellos habría que añadir 
los estudios disponibles sobre las Cortes de 
los últimos años del franquismo como los de 
Díaz-Nosty, Maestre o Giménez.8

Con todo ello y otras aportaciones que cita-
remos, vamos a abordar el trabajo de acuerdo 
con el siguiente guion. En primer lugar, des-
cribiremos el contexto de las últimas Cortes 
franquistas y las corrientes reformistas a finales 
del régimen. Posteriormente, analizaremos el 
subconjunto de procuradores que eran funcio-
narios de carrera y su comportamiento en los 
escaños ocupados de unas Cortes caracteriza-
das por su docilidad. Por último, se recogen las 
principales conclusiones.

Las últimas Cortes franquistas y el reformismo político

Que era preciso introducir reformas hacia 
finales del régimen era conocido en los me-
dios de comunicación y en el mundillo político 
de la época. Ya incluso antes de la muerte de 
Franco, algunos se habían atrevido a elaborar 
tímidos proyectos de reforma como el elabo-
rado por Antonio Carro cuando fue ministro 
de la Presidencia (enero 1974-diciembre 1975). 
Se trataba, en puridad, de una democratización 
relativa del proceso de elección del presidente 
del Gobierno que no desembocó en nada tras 
la muerte del dictador; el propio Antonio Ca-
rro dejó de ser ministro.9

Pero la frustración de aquel intento no afec-
taba a la permanencia del problema sustancial: 
qué hacer después de la muerte de Franco. Era 

¿Cómo fue posible que las últimas Cortes 
franquistas aprobaran un proyecto de ley que 
representaba su punto final político? Este tra-
bajo intenta ofrecer respuestas al interrogan-
te tomando como objeto de estudio un sub-
conjunto preciso de procuradores en Cortes: 
aquellos que tenían la condición de funciona-
rios de carrera. El motivo de esta selección es-
triba en que este tipo de procuradores –que 
habían sacado sus oposiciones bajo la dictadu-
ra– presentaba una independencia potencial de 
la política al poder regresar a sus plazas y su 
voto podría considerase más «independiente». 
Si ello fue así, la orientación del voto de este 
subconjunto debería reflejar alguna diferencia 
con respecto al resto, a favor o en contra de las 
reformas. Su porcentaje entre el total de pro-
curadores resultaba significativo como vere-
mos, aunque no conformaban un grupo homo-
géneo porque pertenecían a diversos cuerpos 
y sus formas de acceso a la Cámara también 
eran dispares. Sin embargo, esa heterogeneidad 
no es óbice para la verificación de la hipótesis 
principal: comprobar si esa seguridad laboral 
fuera de la política les condujo a ser más aper-
turistas –o no– que el conjunto de las Cortes. 
De otro lado, creemos de interés analizar algu-
nos datos de ellos como la edad o la profesión 
(cuerpo de adscripción) por si tuvieron alguna 
influencia en el sentido del voto. Por último, es 
un grupo que nos permite en bastantes casos 
saber qué ocurrió con ellos después de 1976: 
si siguieron en la política por otras vías, si se 
reintegraron en sus plazas o promocionaron, 
etc. Es decir, se trataría de saber si obtuvieron 
algún beneficio a cambio de su voto.

Desde luego, son abundantes los trabajos 
centrados en la Ley para la Reforma Política 
y, aunque en menor medida, tampoco son es-
casos los referidos al estudio de la burocracia 
y los cuerpos de funcionarios en España. Con 
respecto al primer grupo, caben ser citados los 
estudios de Aguilar de Luque, Ballester, Blakeley, 
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ez necesaria una reforma –del signo que fuese– 
porque resultaba indiscutible que, tras un régi-
men personal de casi cuatro décadas, el siste-
ma político basado en las Leyes Fundamentales 
no podía mantenerse tal cual. Otra cuestión 
era hasta dónde se quería llegar. Pero lo que 
no admitía dudas era la conveniencia de una 
reforma que, al menos sin rupturas arriesgadas, 
se realizara de «la ley a la ley». Es por ello por 
lo que la propuesta de Carro no sería la últi-
ma: su tímido alcance sería superado por otras 
iniciativas relativamente más audaces como las 
de los ministros Fraga y Garrigues durante el 
segundo gabinete de Carlos Arias Navarro. La 
de Fraga se recogió en un documento titulado 
«La reforma constitucional. Justificación y líneas 
generales» de enero de 1976. Otra propues-
ta, con bastantes similitudes, fue la defendida 
por Garrigues en su «Reforma constitucional 
y referéndum» aunque con un método distin-
to. Lo importante para Garrigues no era tanto 
la reforma en sí, sino la apertura de un marco 
para acometer posteriormente un proceso de 
reforma que bien podría canalizarse a través de 
un texto corto (un proyecto de ley o unas ba-
ses articuladas) que se sometiera a referéndum. 
Al presidente Arias no le gustó el proyecto de 
Garrigues y prefirió el de Fraga con las modi-
ficaciones que se fueran incorporando ya fuese 
desde el propio gobierno o desde la Comisión 
Mixta Gobierno-Consejo Nacional. Sin embar-
go, más cerrada fue la posición de la Secreta-
ría General del Movimiento que dirigía Adolfo 
Suárez en esos momentos. Lo curioso fue que 
su rechazo no procedía de las limitaciones de 
ambas propuestas. El problema no era su timi-
dez democratizadora. Todo lo contrario: para la 
Secretaría General el rechazo de los dos pro-
yectos se fundamentaba en sus excesivos alcan-
ces reformistas que podían aniquilar los prin-
cipios heredados del régimen franquista. Para 
el Adolfo Suárez de aquel entonces –al menos 
para el personaje que dirigía el Movimiento– 

aquellos proyectos representaban una amenaza 
de ruptura que estaba dispuesto a boicotear. Al 
respecto, Tusell subraya que Adolfo Suárez acu-
só a Garrigues de querer mucho más la ruptu-
ra que la reforma: se manifestó indignado con 
que se pretendiera «una nueva redacción del 
proyecto de reforma más alejado de lo que en 
los medios del Movimiento era pensamiento 
común». Contra el proyecto de Fraga, Suárez 
presentó también un documento muy crítico 
advirtiendo que «una modificación que altere 
la filosofía política de las leyes fundamentales» 
era inaceptable porque podría ser considerada 
«una ruptura con el propio régimen».10

Todo parece apuntar a que sería interesante 
explorar más a fondo el papel de Suárez como 
ministro-secretario general en la primera mitad 
de 1976, pues no parece que en el seno de las 
instancias del Movimiento se mostrara precisa-
mente como un partidario del cambio político. 
Más bien, todo lo contrario. Otra cosa sería su 
papel en las Cortes, donde expuso un discur-
so muy calculado de talante reformista, pero 
siempre evitando concretar. También mostró la 
misma actitud reformista ante la prensa.11 Da la 
sensación –que apuntamos como mera hipóte-
sis– de que Suárez se mostró reticente a todo 
proyecto de reforma antes de convertirse en 
presidente y poder pilotar el suyo propio, lle-
gado el momento oportuno. Sánchez-Cuenca 
es uno de los escasos autores que ha puesto 
énfasis en esta actitud del Suárez de la primera 
mitad del año 1976.12

De aquellos proyectos frustrados, José Ma-
nuel Otero Novas nos proporciona una des-
cripción detallada. Especialmente del de Manuel 
Fraga, pues Otero fue director general de Po-
lítica Interior en el Ministerio de la Goberna-
ción en diciembre de 1975. Tan sólo unos días 
después de llegar a la Dirección General, Fraga 
le hizo entrega de su proyecto de reforma po-
lítica. Al principio no le gustó a Otero Novas 
pero el ministro le convenció de su alcance y 
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compartió la iniciativa. No es este el espacio 
para analizar los pormenores de aquel proyec-
to pero, en síntesis, sí cabe señalar que pre-
tendía un sistema bicameral, con un Congreso 
elegido por sufragio universal y un Senado de 
selección indirecta (territorial, sindical, cultural, 
etc.). Suponía un avance pese a sus limitaciones 
y, tras muchas reticencias, Arias lo avaló. De he-
cho, el proyecto tendría que ser aprobado en 
referéndum y desde la Dirección General de 
Política Interior se acometieron los preparati-
vos. En el curso de los mismos, Otero desliza 
una anécdota elocuente de la actitud de Adolfo 
Suárez a las alturas de junio de 1976. Antes de 
una de las reuniones preparatorias de la con-
sulta, Otero presentó a Fraga un proyecto de 
campaña en el que había preparado un sistema 
indirecto para que el Partido Comunista de 
España (PCE) pudiera participar. Era un simple 
párrafo incluido en una de las páginas, y Fraga 
se mostró de acuerdo. Sin embargo:

Pasamos entonces a la sala de reunión, y nada 
más comenzar, Adolfo Suárez, abriendo el proyec-
to por aquella página, preguntó a Fraga: «¿Significa 
este párrafo que se piensa permitir la participa-
ción indirecta del PC?». Y Fraga respondió de in-
mediato que no; a lo cual Suárez añadió: «Es que 
ese es un límite que no podemos sobrepasar».13

Sin duda, la actitud de Suárez como minis-
tro-secretario general del Movimiento me-
recería ser revisada. Llama la atención su in-
sistencia en organizar una Comisión Mixta 
Gobierno-Consejo Nacional del Movimiento 
que fue todo un obstáculo para los propósitos 
de reforma; una Comisión Mixta que no se le 
ocurriría resucitar cuando se convirtió en pre-
sidente. Landelino Lavilla ha dejado testimonio 
de la actitud esquiva del propio presidente 
Suárez ante esa parte de su biografía política:

Hablé en alguna ocasión con Adolfo Suárez de 
aquel período y le pregunté por las discrepancias 
que, según se decía, existían entre Fraga y él y 

de las que eran reflejo las notas-informes pro-
ducidas, respectivamente, por el Ministerio de la 
Gobernación y por la Secretaría General del Mo-
vimiento. Adolfo Suárez no aceptaba fácilmente 
esa conversación, solía rehuir el enjuiciamiento 
de aquel semestre y rechazaba, desde luego, cual-
quier personalización de sus apreciaciones.14

Pero la situación cambió radicalmente unas 
semanas más tarde. El presidente Carlos Arias 
cesó y Adolfo Suárez fue elegido por el rey 
como nuevo presidente del Gobierno a co-
mienzos de julio de 1976. José Manuel Otero 
Novas vivió en primera persona aquel cambio 
pues pasó de director general de Política In-
terior a subsecretario técnico del presidente 
del Gobierno, tras la invitación de Suárez y la 
luz verde de Fraga, su antiguo jefe. Y las mu-
taciones fueron casi súbitas: el mismo Suárez 
que tantos obstáculos puso a las reformas de 
Garrigues y Fraga estaba dispuesto, ya como 
presidente, a una reforma mucho más audaz. 
Y de nuevo Otero ofrece una perspectiva muy 
detallada del proceso de elaboración de la re-
forma política. Ya en el mes de julio le ofreció al 
nuevo presidente un informe sobre la situación 
política y las posibles vías de reforma. Con es-
tos estudios y otros informes, Suárez fue cla-
rificando su camino hacia la reforma llegando 
a un diseño detallado. Es cierto que Torcuato 
Fernández Miranda desempeñó un importan-
te papel y, de hecho, se reunía con Suárez días 
enteros durante el mes de septiembre. Pero 
el mismo Otero Novas que da testimonio de 
aquellas maratonianas reuniones señala cómo 
muchas de sus directrices al presidente fueron 
seguidas. Es más, como él mismo reconoce, 
también hubo aportaciones de Alfonso Osorio 
o Landelino Lavilla.15

En la empresa se jugaba tanto que se efec-
tuó un verdadero análisis de riesgos, diseñan-
do planes alternativos ante cualquiera de los 
obstáculos previstos. Uno de los principales 
era que las Cortes rechazaran el proyecto de 

HP41_TRIPAS.indd   115 25/6/23   21:32



116 Historia del presente, 41 2023/1 2ª época, pp. 111-130 ISSN: 1579-8135

MISCELÁNEA

Historia del presente, 41 2023/1 2ª época, pp. 111-130 ISSN: 1579-8135

Ju
lio

 P
on

ce
 A
lbe

rca
 y
 P

ab
lo 

Se
lm

a 
Pá

ez reforma, algo de lo que era consciente el pre-
sidente Suárez a través de diversas vías. No en 
vano, el 9 de agosto el subsecretario técnico de 
Presidencia entregó al presidente «un estudio 
de fórmulas alternativas para el caso de que 
las Cortes del régimen anterior obstruyeran el 
procedimiento elegido». A ese siguieron otros 
estudios que llegaron a compilar un buen nú-
mero de medidas, incluyendo la disolución de 
las Cortes y apurar las prerrogativas que la ley 
otorgaba al Jefe del Estado.16

Por fin, el proyecto de reforma se hizo pú-
blico por el ministro de Información y Turismo 
Andrés Reguera el 11 de septiembre, tras un 
mensaje televisado de Suárez el día anterior. Se 
ponía así en marcha un proceso que requería 
del informe –preceptivo, pero no vinculante– 
del Consejo Nacional del Movimiento y su 
aprobación por las Cortes a través de la vía 
de urgencia. Con todo ello se buscaba el res-
paldo del poder legislativo, no su colaboración 
en términos de deliberación y debate. Así, el 
proyecto de ley fue objeto de informe por par-
te del Consejo Nacional el 8 de octubre y lo 
cierto es que no lo rechazó de plano; lo que 
sí hizo fue interponer bastantes objeciones, 
propuestas de modificación y sugerencias.17 Su 
oposición no sería absoluta como, menos aún, 
lo fue unos meses más tarde cuando rechazó 
el recurso de contrafuero interpuesto por el 
abogado del Estado Jaime Montero.18 Y eso que 
aquel era el último esfuerzo para acabar con la 
reforma. Resultaba evidente que el Movimiento 
no tenía fuerza o voluntad para parar el proce-
so. De hecho, el gobierno se permitió elevar a 
las Cortes el proyecto –sin preámbulo– junto 
con el informe y todo ello se publicó en el Bole-
tín Oficial de las Cortes, junto con una modifica-
ción del reglamento de la Cámara para agilizar 
el procedimiento de urgencia.19

Lo que quedaba por hacer era conseguir la 
aprobación de las Cortes. El gobierno era op-
timista pues contaba con encuestas favorables 

que se reflejaron en la prensa de aquellos días. 
Pero no estaba dispuesto a fracasar por exceso 
de confianza y exploró diversos mecanismos 
para poder doblegar a las Cortes si estas se 
oponían al cambio, como los propuestos por 
el entonces ministro de Justicia.20 Además, en 
la búsqueda de una estrategia de seducción 
más que de imposición, muchos miembros del 
ejecutivo se lanzaron a convencer a los procu-
radores de las bondades de la reforma. Así lo 
refieren desde el ministro Rodolfo Martín Villa 
hasta el subsecretario Otero Novas. Este indi-
ca que se hizo cargo de unos 60 procuradores; 
Martín Villa reconoció que miembros del go-
bierno habían tenido «buen cuidado... de con-
vencer personalmente a un buen número de 
procuradores»; y Alfonso Osorio precisa que 
entre el 15 de octubre y el 9 de noviembre 
los ministros desplegaron una intensa actividad 
ante los procuradores para conseguir su voto 
positivo.21 El vicepresidente Osorio señala que 
sólo unos pocos le dijeron que no, pero la «in-
mensa mayoría... fueron claramente partidarios 
de la reforma».22 

Es conocido el rotundo éxito de la aproba-
ción del proyecto de ley en las Cortes por una 
amplia mayoría. Hasta el propio expresidente 
Arias Navarro –al que se le tachaba de inmovi-
lista– votó a favor, un detalle al que no se le ha 
prestado mucha atención.23¿Cómo fue posible 
tal resultado en unas Cortes emanadas de una 
dictadura? Intentaremos despejar el interro-
gante a partir de un conjunto representativo 
de procuradores: aquellos que eran funciona-
rios de carrera.

Funcionarios y políticos

Entre los días 16 y 18 de noviembre de 1976 
se desarrolló el pleno de las Cortes para el 
examen de la Ley para la Reforma Política. El 
asunto del funcionariado metido en política no 
salió a relucir en los debates, con la excepción 
del ingeniero agrónomo y empresario Dionisio 
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Martín Sanz –un decidido detractor del pro-
yecto de Ley– quien puso sobre el tapete la 
sobrerrepresentación política de los funciona-
rios de carrera (especialmente los de cuerpos 
de elite):

(...) naturalmente, los que son capaces de de-
fender los derechos del hombre son, en general, 
juristas profesionales, gente que vive del presu-
puesto del Estado, que no critico ni muchísimo 
menos, pero es lamentable que el 70 por ciento 
de los votantes españoles, que somos trabajado-
res y empresarios, no hayamos tenido nunca ni 
un 5 por ciento en los puestos de todos los go-
biernos que se han sucedido en la República, en 
la Monarquía, y en nuestro propio sistema. ¡Qué 
extraño!24

Tal vez hubiera algo de exageración, pero de 
lo que no cabía duda era de la intensa presen-
cia de funcionarios de carrera en el segundo 
gobierno Arias y en el primero de Suárez. En el 
poder legislativo, sin embargo, el porcentaje era 
más modesto pero también significativo: de un 
total de 531 procuradores, hemos contabiliza-
do que 159 eran funcionarios (el 29,94%), en-
tendiendo como tales a profesionales que ha-
bían accedido a la condición de funcionario de 
carrera.25 De este total, 61 –un 38,36%– per-
tenecían a lo que hemos categorizado como 
Administración Pública (abogados del Estado, 
registradores, inspectores, o profesionales de 
diferentes cuerpos técnicos). Los profesores de 
Universidad fueron el siguiente grupo más nu-
meroso, con 38 procuradores (un 23,90 %). En 
tercer lugar, aparecen los militares, con 33 pro-
curadores (20,75%), seguidos de los vinculados 
a la justicia (fiscales, magistrados) que eran 16 
(10,06%), y los ocho profesores de enseñanza 
primaria y secundaria (5,03%). En último lugar, 
hemos separado a los diplomáticos que sólo 
eran tres (1,89 %). Sin duda, el grupo más inte-
resante era el primero de ellos –en el que des-
tacaban los abogados del Estado– que suponía 
el 11,49% del conjunto total de procuradores. 

Los demás grupos se situaban a distancia: la 
universidad (7,16%), los militares (6,21%), los 
vinculados a la judicatura (3,01 %), la enseñanza 
(1,51%) o los diplomáticos (0,56%).26 Los dos 
primeros tipos de funcionarios –altos funciona-
rios de la Administración y profesorado univer-
sitario– resultan relevantes por cuanto de esos 
sectores se extraía una parte de los miembros 
del ejecutivo en diversos niveles: ministros, se-
cretarios generales técnicos, directores gene-
rales, etc.

Analizando los resultados de la votación de 
la Ley para la Reforma Política, los funcionarios 
votaron mayoritariamente a favor en mayor 
medida que el conjunto de las Cortes. Así, de 
los 159 funcionarios, 130 de ellos votaron sí, un 
81,76%, ligeramente superior al 80% del total 
de procuradores que votaron favorablemente. 
Todos los grupos de funcionarios analizados 
votaron a favor, si bien entre los militares los 
votos negativos ascendieron notoriamente. Si 
prescindimos de ese sesgo y tomamos sólo el 
voto favorable entre los funcionarios civiles el 
porcentaje superó el 87%. En otras palabras, los 
funcionarios civiles fueron sensiblemente más 
favorables a la reforma que el conjunto de los 
procuradores que, ya de por sí, eran también 
favorables. La tabla 1 resume la orientación del 
voto de los procuradores funcionarios según la 
categorización que hemos hecho

¿Cuáles son los factores explicativos del 
apoyo a la reforma? Para el conjunto de pro-
curadores, Sánchez-Cuenca descartó de forma 
convincente posibles explicaciones como la 
evolución de la situación económica, el incre-
mento de la protesta social, la ambición o la 
ideología de los procuradores.27 Todo apunta 
a que, efectivamente, se produjo una coordi-
nación de los procuradores que favoreció la 
decantación por el sí, en lo cual coincidimos 
con este autor. Una coordinación que estuvo 
determinada por la docilidad habitual de aque-
lla Cámara que siempre fue favorable a las ini-
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ez TABLA 1. Votos a la ley para la reforma política por grupo profesional de funcionarios

SI NO ABSTENCIÓN

adMiNiStracióN dE jUSticia 10 3 3

ENSEñaNZa 6 2 0

adMiNiStracióN pública 54 6 1

Militar 19 13 1

diplOMáticO 3 0 0

UNivErSidad 38 0 0

tOtal 130 24 5

Fuente: Datos oficiales y elaboración propia.

ciativas del gobierno y, de hecho, la mitad de los 
procuradores votaron a favor de la Ley para la 
Reforma Política como votaron sí al paquete 
reformista Arias-Fraga, justo unos meses an-
tes.28

Examinando con mayor detalle a este sub-
grupo de procuradores, pueden observarse 
sensibles diferencias del sentido del voto en 
función de su permanencia en las Cortes. Es 
decir, aquellos que estaban en su primera legis-
latura presentaron una mayor tendencia a vo-
tar en favor de la reforma que los que llevaban 
más de una legislatura a sus espaldas. Así, casi el 
43% de los 130 procuradores funcionarios que 
votaron sí estaban en su primera legislatura, un 
porcentaje que ascendía en términos de edad: 
el 45% de los favorables a la reforma había na-
cido después de 1921 y nadie menor de 55 
años votó en contra. La edad –la pertenencia a 
una generación y a su vivencia colectiva– pare-
ce que desempeñó un papel.

Hemos tomado como referencia el año 
1921 como divisoria temporal entre quienes 
podrían guardar un recuerdo claro de la gue-
rra y aquellos que crecieron en las décadas si-
guientes sin experiencias directas del conflicto, 
familiarizados con el Frente de Juventudes y el 
Sindicato de Estudiantes Universitarios (SEU). 
Dentro de este segundo grupo, Gil Pecharro-
mán diferencia entre la llamada generación del 
Príncipe, formada por jóvenes falangistas esca-

samente ideologizados y del que surgirían figu-
ras reformistas como Adolfo Suárez o Gabriel 
Cisneros, y otra más minoritaria, fuertemente 
ideologizada.29 Estos últimos pertenecen a lo 
que Antonio Izquierdo denominó la «genera-
ción perdida»,30 ya que con la llegada de los 
tecnócratas al poder a partir de 1956 (vincula-
dos en su gran mayoría al Opus Dei), no consi-
guieron la proyección política esperada dentro 
de un régimen en evolución relativa al calor de 
las circunstancias. Todo apunta a que los funcio-
narios procuradores más jóvenes no se identi-
ficaban mayoritariamente con esa «generación 
perdida». Además de ser políticos tenían una 
profesión y ocupaban un estatus al pertenecer 
muchos de ellos a cuerpos de elite de la admi-
nistración civil. Los nacidos antes de 1921, aun 
estando también a favor de las reformas, pre-
sentan más variedad en su orientación del voto, 
además de la presencia de militares que, en su 
mayor parte, tenían más de 60 años.31

Otro ángulo que nos proporciona informa-
ción es ver cuál fue el sentido del voto de los 
procuradores funcionarios en las anteriores 
votaciones, especialmente en las de los meses 
de junio y julio de 1976 (proyecto de ley de 
asociaciones y modificación del Código Pe-
nal).32 Obsérvese que no analizamos el voto del 
conjunto de procuradores funcionarios en esas 
fechas; lo que vamos a hacer es ver qué vota-
ron con anterioridad los mismos procuradores 
funcionarios presentes en las sesiones de no-
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viembre de 1976 que aprobaron la Ley para la 
Reforma Política. El distingo es pertinente por-
que, pese al escaso tiempo transcurrido, la mo-
vilidad en los procuradores era importante a 
causa de las frecuentes renovaciones. A ello hay 
que sumarle, además, las ausencias de algunos 
de ellos que no estuvieron presentes en todas 
las votaciones. Así pues, de los 159 procurado-
res que votaron en noviembre, sabemos que lo 
habían hecho al menos 119 de ellos en junio y 
132 en julio. Son, por tanto, dos muestras re-
presentativas del grupo original que estamos 
tratando.

¿Cuál fue su posición en esas dos votacio-
nes? Pues ocurrió lo que cabía esperar: la ma-
yor parte votaron sí en ambas ocasiones. El 
81,51% de los 119 procuradores funcionarios 
en junio y el 51,52% de los 132 presentes en ju-
lio votó favorablemente. De nuevo, se situaban 
por encima del porcentaje general obtenido 
por todo el conjunto de miembros de las Cor-
tes (aprobación por un 69,77% y un 49,70% 
en las respectivas sesiones indicadas). Llama la 
atención que el apoyo de los procuradores con 
la condición de funcionario fuese mucho mayor 
en junio que en el mes de julio. Veamos esta 
cuestión.

El proyecto de reforma Arias-Fraga se es-
tructuraba en una serie de cambios legislativos 
parciales orientados a la apertura del régimen. 
Las Cortes tuvieron que pronunciarse en el se-
gundo trimestre de 1976 sobre un proyecto 
de ley de reunión, otro de asociaciones y otro 
sobre la reforma del Código Penal. Detrás de 
todo ello estaba la necesidad de reconocer a 
los partidos políticos para alcanzar un régimen 
democrático. Y en este proceso de repetidas 
consultas se abría extraordinariamente la posi-
bilidad de que la postura de los procuradores 
no fuese siempre igual. La votación del proyec-
to de ley de reunión fue sencilla: ni fue nominal, 
ni tuvo una oposición significativa, registrándo-
se sólo 4 votos negativos y 25 abstenciones.33 

Pocas semanas más tarde, sin embargo, el pro-
curador Dionisio Martín Sanz promovió una 
recogida de firmas en torno a un documento 
conocido como el «Escrito de los 126» ante el 
permiso concedido por el gobierno a la cele-
bración de un congreso de la Unión General 
de Trabajadores (UGT) a mediados de abril de 
1976. Aunque aquella iniciativa gubernamental 
tuvo por objetivo el reforzamiento del sindi-
cato socialista frente a Comisiones Obreras 
(CCOO), recibió la oposición frontal de los 
más inmovilistas porque consideraban que se 
estaba violando la legalidad. Los procuradores 
que firmaron el escrito de Martín Sanz eran, 
sin duda, los más férreos opositores a cualquier 
apertura. Algunos firmantes se desvincularon 
del documento posteriormente y los 126 que-
darían en 97.34 En el caso de los procuradores 
funcionarios presentes en noviembre de 1976, 
sólo una docena lo suscribió; la mayor parte, 
militares.

Los ánimos subieron de tono cuando se tra-
tó el asunto de las asociaciones, tema tabú des-
de los sectores más inmovilistas que veían en 
el horizonte el fantasma de la aparición de los 
partidos políticos, pero los votos en contra no 
superaron el centenar. Y los funcionarios, a ex-
cepción de los militares, votaron ampliamente 
a favor porque el asociacionismo político no 
era percibido como un riesgo para ellos y, ade-
más, porque hacía tiempo se venía registran-
do el deseo de organizarse como sindicatos o 
grupos profesionales en la defensa de sus in-
tereses.35 Si además tenemos en cuenta que el 
porcentaje apuntado no refleja exactamente el 
voto de todos los procuradores funcionarios 
sino sólo el de aquellos que también votarían 
en noviembre, puede entenderse ese alto res-
paldo (81,51%).

Sin embargo, la votación sobre la modifica-
ción del Código Penal –aunque logró aprobar-
se– recibió un apoyo mucho menor el 14 de 
julio. Para algunos observadores del momento 
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ez podía parecer que la resistencia a las reformas 
no había hecho otra cosa que crecer en el seno 
de las Cortes. Del apoyo casi unánime a la ley 
de reunión hasta los 174 votos en contra de la 
modificación del Código Penal había una nota-
ble diferencia. Incluso entre los procuradores 
funcionarios se extendió el rechazo, sin que 
este llegase a ser mayoritario: 68 síes, 44 noes y 
20 abstenciones. No sólo entre los militares; lo 
llamativo ahora es que hasta miembros de los 
cuerpos de elite de la Administración se posi-
cionaron en contra. Y creemos que fueron fac-
tores circunstanciales los que favorecieron esa 
actitud por parte de unos procuradores que 
habían mostrado una actitud receptiva ante las 
reformas y lo volverían a hacer en noviembre. 
De hecho, 21 de los 44 votos negativos de julio 
se convertirían en síes en noviembre.

En primer lugar, conviene recordar cómo 
se había llegado a la sesión del 14 de julio. En 
principio, la modificación de una serie de artí-
culos del Código Penal era indispensable para 
el desarrollo de la ley de reunión y la de asocia-
ciones. Probablemente lo lógico hubiera sido la 
modificación previa del Código Penal para evi-
tar lo que finalmente se dio: la aprobación de 
las leyes de reunión y asociaciones aperturistas, 
pero el mantenimiento de una regulación penal 
heredada del franquismo. En realidad, la modifi-
cación del Código Penal debería haberse apro-
bado el 9 de junio, inmediatamente después de 
la votación que aprobó la ley de asociaciones. 
Sin embargo, el 9 de junio por la tarde comenzó 
la discusión sobre el proyecto de ley de modifi-
cación y el procurador Rafael Díaz-Llanos, bri-
llante jurista que sirvió durante la guerra en la 
asesoría jurídica del Cuartel General de Fran-
co, dejó desarbolada la propuesta del gobierno. 
El impacto de su intervención –de «mazazo» lo 
calificó la prensa– arrastró las simpatías de una 
parte importante de los procuradores obligan-
do al gobierno a recular y al presidente de las 
Cortes a la adopción de una extraña fórmula 

presuntamente permitida por una interpreta-
ción del reglamento de aquellas Cortes.36 La 
salida adoptada fue que el gobierno aceptaba 
una revisión del texto y el presidente procedió 
a una votación de las «líneas generales» para 
someter el contenido concreto del articulado 
a la comisión de Justicia. Y así fue: el texto fue 
aprobado, pero bajo la condición de volver a 
votar las modificaciones concretas en un Pleno 
próximo.37

Durante los días 21 y 23 de junio la Ponencia 
estudió las reformas textuales que intentaban 
llevar a cabo. Uno de los principales escollos 
era la reforma del artículo 172 que, en térmi-
nos más directos, se resumía en la penalización 
del partido comunista. El 14 de julio se produjo 
la reunión del Pleno para aprobar –o recha-
zar– definitivamente la modificación del Códi-
go Penal. La situación resultaba profundamente 
extraña porque se había producido el cambio 
de gobierno apenas quince días antes y porque 
lo que ahora se sometía al Pleno era la aproba-
ción del texto de una serie de artículos, aunque 
las líneas generales ya habían sido aprobadas 
en junio. Por si fuera poco, en la Comisión de 
Justicia se planteó un voto particular que podía 
interpretarse como una «sugerencia» al Pleno 
de las Cortes. Torcuato Fernández-Miranda, en 
su papel de presidente de las Cortes, tenía ante 
sí toda una papeleta y lo intentó solventar me-
diante tres votaciones seguidas en la tarde del 
día 14. Por un lado, invitó a votar si se aceptaba 
o no la «sugerencia» de la Comisión. Salió que 
sí y, entonces, se pasó a votar el punto 5º del ar-
tículo 172. Es decir, si se dejaba en su redacción 
original («Las que sometidas a una disciplina in-
ternacional se propongan implantar un sistema 
totalitario») o se adoptaba una fórmula relati-
vamente más suave en la prohibición de ciertas 
fuerzas políticas («Las que su objeto, programa, 
actuación o circunstancias atenten a la dignidad 
o a la libertad humanas o sean contrarias al 
pluralismo asociativo como medio para la par-
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ticipación política»). No se aprobó y, por tanto, 
el texto se quedó en su redacción original. Es 
de señalar que el nuevo gobierno se abstuvo en 
estas dos votaciones y que procuradores tan 
singulares como el expresidente Arias votó a 
favor en las dos ocasiones. Finalmente, el pro-
yecto se sometió a votación y salió aprobado. 
En esa ocasión el gobierno Suárez votó a favor, 
pero no consta el voto de, por ejemplo, Arias 
Navarro, que debió marcharse de la reunión 
tras el rechazo de la segunda votación. En el 
fondo, todo quedó igual que el 9 de junio, lo 
cual supuso un paso más en favor de la reforma 
Arias-Fraga aunque ese proyecto fuese ya agua 
pasada y Suárez estuviera pensando en otra vía 
más directa y menos tortuosa para llegar a un 
sistema democrático.

Todo quedó igual, pero juristas, abogados del 
Estado, técnicos de la Administración Civil y le-
trados de las Cortes votaron en contra. Y no 
era por pertenecer al «búnker»; lo que había 
ocurrido es que la tramitación de la reforma 
del Código Penal estuvo llena de irregularida-
des e interpretaciones forzadas. Y todo aquel 
complejo y errático proceso no fue bien visto 
por buena parte de los procuradores. Tampoco 
tenía mucho sentido pronunciarse sobre inicia-
tivas de un gobierno que ya no existía.

La docilidad como inercia

Los procuradores que tenían la condición de 
funcionarios no conformaban la mayoría de la 
Cámara. Sin embargo, sí tenían una presencia 
significativa en grupos pro-reforma como fue 
el caso de Grupo Parlamentario Independien-
te, que también aglutinaba a procuradores en 
general más jóvenes.38 Ese sesgo es coinciden-
te con el relativamente mayor porcentaje de 
procuradores favorables a las reformas entre 
los de procedencia profesional funcionarial, a 
excepción de los militares, tal y como hemos 
apuntado. El porcentaje mayoritario de voto a 

favor de la reforma en ese tercio de procura-
dores está claramente justificado y se inscribe 
en una relativa mayor independencia de la vida 
política y a una menor edad.

No obstante, el que un tercio de los procu-
radores (funcionarios) votase mayoritariamen-
te a favor de la reforma no termina de explicar 
el sentido de voto de los otros dos tercios (no 
funcionarios), que también se decantaron por 
la reforma. Y, en este sentido, creemos que hay 
dos factores importantes a tener en cuenta: en 
primer lugar, la actitud dócil de aquella cámara 
ante las propuestas del gobierno; en segundo, 
la adscripción ideológica de los procuradores 
que, siendo variada, no excluía la aceptación 
de reformas ante la orfandad producida por 
la desaparición de quien fuera jefe del Estado 
durante casi 40 años. Examinemos con mayor 
detalle cada uno de estos factores.

Dentro de un régimen de carácter personal 
como fue el franquista, las Cortes carecían de 
un auténtico control sobre el poder ejecutivo 
y siempre se manifestaron a favor de las consig-
nas emitidas desde el gobierno que siempre se 
mantuvo bajo la última palabra del dictador. Era, 
además, lo que se podía esperar de una cáma-
ra cuyos miembros se seleccionaron siempre a 
partir de los resortes del poder. Ni siquiera la 
elección «popular»» del tercio familiar (a partir 
de la Ley Orgánica del Estado de 1967) cambió 
significativamente aquella tendencia. A lo sumo 
podía oírse alguna voz excepcionalmente dis-
cordante pero, desde luego, la mayoría de las 
Cortes nunca se pronunció contra el gobierno 
y, menos aún, contra el Caudillo. La consecuen-
cia de lustros de docilidad se sostuvo durante 
los meses posteriores a la muerte de Franco. 
Al fin y al cabo, el testamento de Franco había 
sido muy claro en su deseo de transferencia 
de lealtades al nuevo jefe del Estado –el rey 
Juan Carlos I– y a sus decisiones como, por 
ejemplo, el nombramiento del primer gobier-
no de la monarquía presidido por Carlos Arias 
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Cortes votasen en favor de las propuestas del 
poder ejecutivo como ocurrió en junio y julio 
de 1976 cuando tuvieron que mostrar su pare-
cer ante la ley de asociaciones y la reforma del 
Código Penal. Ciertamente, hubo más procura-
dores en contra de las propuestas del gobierno 
en julio que en junio, pero un número signifi-
cativamente alto de procuradores (257) igual 
votaron a favor de las reformas del gobierno 
Arias que a las de Adolfo Suárez, el siguiente 
presidente.39 Ese alto número favorecería que 
pudieran sumarse más entre aquellos procura-
dores que rechazaron sólo alguna de las pro-
puestas de Arias.

Esa docilidad de las Cortes no estaba res-
tringida a las paredes de las instituciones polí-
ticas. En realidad, era el reflejo de la sociedad 
de la época. Nadie, en su sano juicio, pensaba 
en la posibilidad real del derrocamiento de la 
dictadura a comienzos de los setenta. Lo que 
tampoco nadie podía negar sensatamente era 
el envejecimiento del dictador que, por fuerza, 
tendría que desembocar en su muerte, deno-
minada eufemísticamente el «hecho biológico». 
Pero mientras llegaba ese momento, no todos 
estaban dispuestos a movilizarse como sí ha-
cían sectores muy activos del mundo obrero 
y estudiantil. Es indudable la importancia de 
sindicatos, asociaciones y partidos clandestinos 
movilizados en favor de las libertades, pero la 
mayor parte de la sociedad no estaba implica-
da directamente en la lucha antifranquista. Para 
los años sesenta, la prolongada dictadura había 
asistido a un relevo generacional y las preo-
cupaciones se centraban entonces más en la 
mejora de las condiciones de vida que en la 
transformación radical de un régimen cuyo ori-
gen se situaba en una guerra civil de la que po-
cos querían acordarse. Había una «gran falta de 
cultura política»40 y aunque muchos deseaban 
cambios que nos homologaran poco a poco 
con el resto de Europa, rechazaban la incerti-
dumbre que pudiera poner en riesgo sus vidas.

Esa posición mayoritaria de la sociedad espa-
ñola de aquel entonces supuso un factor de es-
tabilidad para un gobierno que quisiera poner 
en marcha un proceso de reforma moderado 
para evitar posibles rupturas de resultado im-
previsible. En esa moderación no cabía plantear 
abiertamente unas Cortes Constituyentes o 
formular un referéndum sobre la Monarquía41 
ante una población mesócrata que tenía aver-
sión inicial a resultados aventurados. En una 
encuesta realizada en septiembre de 1968, 
nada menos que un 78% de los encuestados 
manifestaron tener poco o ningún interés por 
la política. Años más tarde, en junio de 1976, 
el 42% de los encuestados se abstuvo de res-
ponder sobre sus preferencias de reforma o 
ruptura ante el nuevo marco político que se es-
taba configurando. Esas actitudes, sin embargo, 
fueron mermando a lo largo de 1977, con una 
presencia cada vez menor de la respuesta «no 
sabe-no contesta» y con unas tendencias que, 
sin acercarse nunca a los extremismos, paula-
tinamente se acercaban al ámbito del centro 
izquierda.42 Todo ello es perfectamente com-
patible con el ascenso de tiradas de nuevos 
periódicos y revistas durante los años iniciales 
del tránsito político, sin olvidar que en los años 
sesenta los ejemplares de revistas como ¡Hola! 
o Semana multiplicaban la tirada de publicacio-
nes como Cuadernos para el Diálogo o Triunfo.43

Que la inmensa mayoría de la población es-
pañola no parecía estar directamente compro-
metida con la lucha antifranquista no significa 
que estuviera alineada con el inmovilismo. Por 
el contrario, estaba abierta a cambios y refor-
mas siempre que no implicaran amenazas gra-
ves ni convulsiones. En ese deseo de introducir 
reformas dentro de un orden no se diferen-
ciaban de buena parte de los procuradores en 
las Cortes de 1976. Y ello nos conduce a pre-
guntarnos sobre el término «búnker», el cual 
hizo fortuna en aquellos días circulando con 
profusión entre los medios. ¿Qué significaba 
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el «búnker» y cuántos miembros tenía? ¿Eran 
aquellas Cortes una expresión del «búnker» y 
por ello resulta tan sorprendente que acepta-
ran la Ley para la Reforma Política?

Lo cierto es que el aireado «búnker» nunca 
llegó a ser definido claramente como una ca-
tegoría y todo apunta a que fue utilizado como 
instrumento de admonición en los medios. Po-
cas publicaciones trataron el concepto y lo más 
completo que hemos hallado es el libro de An-
tonio Álvarez Solís titulado Qué es el búnker,44 
quien fue un periodista que fundó la revista 
Interviú y debía ser buen conocedor del fran-
quismo al haber servido como secretario per-
sonal del gobernador civil Felipe Acedo Colun-
ga durante la década de los cincuenta. Álvarez 
diferenciaba entre tres tipos de «búnker»: el 
callejero (grupos extremistas), el difundido en-
tre la masa, (impregnada de valores esencialis-
tas como los de orden, paz, unidad, continuidad, 
etc.), y el institucional. El primero era el me-
nos difuso pues se manifestaba violentamente 
en la calle, pero el propio autor tuvo mayor 
dificultad para delimitar el «búnker-masa» y el 
«búnker-marco» institucional. Consideró a este 
último el más importante y, sin límites claros, 
tiró por elevación metiendo en el «búnker» 
a personas tan variadas como Fernández-Mi-
randa, Arias Navarro o José Antonio Girón de 
Velasco. Si pertenecer al «búnker» significaba 
inmovilismo, sólo hombres como Girón eran 
acreedores de esa calificación. La mayor parte 
de los procuradores –por mucho que se les 
tachara de ello– no eran inmovilistas a ultranza. 
Muchos personajes del Movimiento no estaban 
dispuestos a seguir los planteamientos de un 
Girón de Velasco como le ocurrió a Eduardo 
Navarro.45 La Delegación Nacional de Provin-
cias conocía también la heterogeneidad relativa 
de los principales componentes del Movimien-
to a las alturas de 1974-1976.46

Por tanto, ni el «búnker» era numéricamen-
te mayoritario ni las actitudes en favor del 

reformismo eran minoritarias. Si a ello suma-
mos la docilidad habitual de la cámara bajo el 
franquismo podemos entender las razones de 
su conocido como harakiri. Aquellas Cortes 
estaban conformadas por individuos no habi-
tuados a partidos ni disciplinas de grupo tal y 
como son habituales en un parlamento. Había 
afinidades entre ciertos círculos informales de 
procuradores –además de existir ya organiza-
ciones como la recién fundada Alianza Popular 
(AP)– pero esas relaciones eran aún laxas y no 
determinaban por completo el voto del procu-
rador. De ahí que el gobierno Suárez se afanase 
en contactar personalmente con los procura-
dores para asegurarse su voto ante la Ley para 
la Reforma Política. Esa estrategia de «traba-
jarse» el voto de los procuradores a fondo fue 
un éxito para Suárez, que no se tuvo en cuenta 
unos meses antes bajo la presidencia de Arias, 
algo imprescindible dada la fragmentación del 
paquete reformista de Fraga-Arias consistente 
en una serie de reformas legislativas que re-
querían de la aprobación de las Cortes.

Son numerosas las referencias sobre las 
reuniones mantenidas con los procuradores, 
(Osorio, Otero Novas, Martín Villa, Navarro, 
etc.), y todas coinciden en afirmar que no re-
sultó difícil convencer a la mayor parte de ellos. 
Al núcleo mayoritario que no rechazaba una 
posible reforma vino a sumarse un número im-
portante de procuradores que vio claro que el 
inmovilismo no conducía a ninguna parte. Pesa-
ba mucho el miedo a quedarse descolgados en 
el futuro si se quedaban en el bando minorita-
rio del «búnker», de los inmovilistas a ultranza. 
Aunque se especuló con posibles amenazas de 
informes perjudiciales para doblar el voto de 
algunos procuradores, lo cierto es que la ma-
yor parte se convenció de la imposibilidad de 
perpetuar el régimen franquista sin Franco. El 
sentimiento de orfandad tras la desaparición 
del dictador, la incertidumbre, las actividades 
de la oposición y el entorno internacional fue-
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ez ron factores de contexto suficientes para que 
la mayoría de los procuradores entendiera que, 
si había posibilidad de una relativa superviven-
cia política, esta venía de la mano de la acepta-
ción de la Ley para la Reforma Política. En ese 
sentido, coincidimos con la «coordinación de 
expectativas» apuntada por Sánchez-Cuenca 
como uno de los mecanismos clave para com-
prender el amplio apoyo obtenido en las Cor-
tes por parte de la reforma propuesta por el 
gobierno Suárez.47

Todo ello no quiere decir que la mayor parte 
de los procuradores anhelara un proceso de 
reforma, ni siquiera tampoco el subconjunto 
de ellos que tenían la condición de funcionario 
de carrera. Muy probablemente, pocos de ellos 
tenían deseos o voluntad de cambio mientras 
Franco estaba presente, por más que se pre-
guntasen acerca del futuro tras el «hecho bio-
lógico». Pero una vez desaparecido el general 
Franco y ante la imposibilidad del inmovilismo, 
algunos acariciaron la posibilidad de seguir una 
vida política adaptándose a los tiempos. No fue 
casual que los miembros de AP negociaran con 
el gobierno el modelo electoral (mayoritario o 
proporcional) a cambio de su sí a la reforma. 
La inspiración del voto mayoritario que trajo 
Fraga de su estancia en el Reino Unido cedió 
en favor del voto proporcional y un mínimo de 
representación de las provincias más despobla-
das defendida por el gobierno. La cuestión de 
cómo se articularían las nuevas elecciones no 
era cuestión menor. Como afirmó el procura-
dor Dionisio Martín Sanz: «Sé que en el fondo 
lo que están todos pensando es ver si por un 
camino u otro vuelven aquí. Ese es el proble-
ma». Curiosamente, recibió grandes aplausos.48

Tras esas adhesiones tan gratuitas como 
la expresión de un aplauso, se escondía una 
sensible tibieza. Una tibieza que ya era detec-
table cuando se discutieron las reformas de 
Arias-Fraga. Para un partidario de mantener las 
esencias del franquismo, Antonio Izquierdo, fue 

sorprendente que los procuradores no hubie-
ran planteado siquiera objeciones al sufragio 
«inorgánico» que se pretendía introducir: 

Desde los sectores fieles al Régimen podrían 
alzarse voces precisando [las] cuestiones más 
delicadas y graves de una reforma que sustituirá 
el sistema orgánico, previsto en las Leyes Funda-
mentales, por otro inorgánico. Nadie ha dicho 
nada o los reparos han sido mínimos, salvo algu-
nas aisladas excepciones.49

La mayor parte de los procuradores que 
votaron a favor de la reforma no prosiguieron 
una carrera política de relevancia. Sin embar-
go, algunos sí consiguieron permanecer en las 
Cortes, ya fuese como diputados o senadores. 
Era una minoría pero bastante significativa: 
un 13,42% de todos los miembros de ambas 
cámaras en 1977 había sido procurador con 
anterioridad.50 La expectativa de poder conti-
nuar en la política tuvo que ser percibida por 
muchos procuradores como una posibilidad 
bastante real durante las conversaciones con 
miembros del gabinete de Suárez. Cosa distinta 
sería, en efecto, que la mayor parte de ellos al-
canzaran esa meta en un régimen electoral de 
libre concurrencia. Las probabilidades de seguir 
una carrera política fueron más atractivas que 
la realidad posterior.

Pero no todos tenían la mira puesta en se-
guir en primera línea política a cambio de su 
voto afirmativo. Hubo excepciones. Un ejem-
plo fue el de Carlos Arias Navarro quien tras 
ser presidente volvió a ser procurador y votó 
a favor de la Ley para la Reforma Política. El 
22 de abril de 1977 el joven periodista Pedro 
J. Ramírez, quien entonces trabajaba para ABC, 
entrevistó a Arias con motivo de la presenta-
ción de su candidatura al Senado por AP. De la 
misma se desprendía que el expresidente ya no 
tenía ambición política sólida y era un hombre 
que se alejaba de la política. Ni siquiera quería 
estar en el Congreso; tan sólo aceptaba estar 
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en el Senado como una especie de referente 
de un pasado que ya no volvería. En el fondo 
dejaba entrever su «sentimiento de orfandad» 
desde la desaparición de Franco. Si decidió pre-
sentarse fue por la invitación de Fraga y por el 
curso que estaban tomando las cosas, siendo el 
detonante la legalización del partido comunista. 
Había votado a favor de la reforma y guardó un 
prudente silencio durante los tres días de se-
siones, pero rechazaba lo lejos que se había ido. 
Su voto favorable lo justificó en los siguientes 
términos:

Desde que cesé en la Presidencia del Gobier-
no he permanecido en el más absoluto silencio, 
con sincero respeto y apoyo al nuevo Gabinete, 
para quien formulé mis mejores votos y a quien, 
modestamente, he respaldado con mi voto en 
las Cortes a cuantos proyectos ha presentado, 
aunque para ello tuviera que superar justificadas 
discrepancias, confiado, como tantos otros, en las 
seguridades que la Cámara recibía.51

Como Arias Navarro, es probable que otros 
procuradores se sintieran decepcionados, es-
pecialmente tras la legalización del PCE. Algu-
nos intentaron presentarse a las nuevas Cor-
tes democráticas pero no lograron sacar acta, 
como también fue el caso del expresidente. En 
esas circunstancias, para los funcionarios de 
carrera la salida lógica era reintegrarse a sus 
escalafones y proseguir una vida más discreta. 
Si albergaron ambiciones de continuar en la 
política sus esperanzas se verían muy pronto 
frustradas, aunque siempre contaban con sus 
carreras profesionales e, incluso, podían des-
empeñar cargos técnicos de relevancia.

Conclusiones

La aprobación de la Ley para la Reforma Po-
lítica ha sido objeto de numerosos estudios 
ofreciendo una serie de conclusiones que vie-
nen a ser complementarias. Así, sabemos que la 
reforma de Suárez presentaba una mayor sen-

cillez que las anteriores, favoreciendo una toma 
de postura más clara entre los procuradores. 
La creación de una atmósfera pública favora-
ble al cambio –incluida hasta la propia cúpula 
militar tras el encuentro con Suárez– favoreció 
que los procuradores dudosos se sumaran al 
carro vencedor. La propia prensa era mayori-
tariamente pro-reformista y publicaron previ-
siones de voto favorables al proyecto.52 Encima, 
era conocida la inercia institucional de las Cor-
tes en su tendencia a respaldar las decisiones e 
iniciativas del gobierno de turno.53

A esa atmósfera favorable habría que aña-
dir la debilidad relativa de las estructuras del 
Movimiento carentes de un liderazgo claro. Ni 
siquiera los ministros-secretarios generales ha-
bían desempeñado ese papel desde hacía lus-
tros. Su rol siempre estuvo por debajo de los 
dictados del jefe del Estado. Suárez tampoco 
fue un auténtico líder del Movimiento en su 
etapa de ministro-secretario general: se limi-
tó a mantener el control de unas estructuras 
desorientadas como herramienta para abortar 
los proyectos de reforma bajo el gobierno de 
Arias. Cuando Suárez se convirtió en presiden-
te, su sucesor y hombre de confianza –Ignacio 
García López– se encargaría de encauzar a la 
organización hacia el desguace en la primavera 
de 1977. Tal era la ductilidad de las estructuras 
del Movimiento por esas fechas.

Los procuradores funcionarios, en general, 
se mostraron ligeramente más favorables a 
las reformas de Arias-Fraga y de Suárez que el 
conjunto de la Cámara, más aún si eran jóve-
nes. Todas las votaciones así lo muestran. Aque-
llos funcionarios eran empleados públicos, 
conocían bien los entresijos del Estado y eran 
conscientes en su mayoría de la necesidad de 
cambio y, en el caso de algunos cuerpos, de la 
defensa de sus intereses.

Pero la mayor parte de aquellos funcionarios 
no proseguiría una carrera política de impor-
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ez tancia y retornaron a sus cuerpos respectivos. 
No parece, pues, que las promesas de seguir 
en política constituyeran el determinante ex-
clusivo de su voto. Otra cosa es que se desper-
taran expectativas en un número de ellos que 
coadyuvase a la precipitación de los apoyos a 
la reforma. Obviamente, no todo el protagonis-
mo residió en el Estado y en la iniciativa del go-
bierno, pues se encontraban bajo las presiones 
de diversos frentes de oposición que también 
influyeron. Pero creemos que es importante 
explorar esa perspectiva habida cuenta de los 
grados de desmovilización de buena parte de 
la población, de las divisiones internas y pugnas 
por el poder entre las derechas, y de las in-
fluencias externas que fueron captadas y cana-
lizadas por miembros cualificados del personal 
político, muchos de ellos altos funcionarios. 
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